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Análisis de la inseguridad 

- Reflexión desde la emergencia

A raíz del debate instalado, en medio de la campaña electoral, por las expresiones de algunos 
famosos como Susana Giménez y Marcelo Tinelli entre otros, miles de personas bajo la consigna 
de “basta de inseguridad” se vuelcan a las calles de la Capital Federal y distintas ciudades del 
conurbano bonaerense.

La popular conductora de televisión, tras el asesinato de un colaborador, disparó la polémica al 
expresar públicamente “quien mata debe morir”, aunque luego se manifestó contra la pena capital 
por su condición católica. Dicha frase generó discusiones públicas tanto en respaldo como en 
rechazo a tal expresión;también Maradona se sumó exigiendo cambios en la política de seguridad. 
El gobierno nacional por su parte manifestó su rechazo a la pena de muerte y a la imposición de 
leyes más duras al tiempo que acusó a la oposición de utilizar el tema de la inseguridad con fines 
electorales frente a los comicios que se avecinan.

Desde la crisis de 2001 el incremento de los delitos contra la propiedad en territorio bonaerense ha 
sido notorio, en especial asaltos a comercios, el robo de automóviles o a personas mayores y 
aquellos relacionados con el tráfico de drogas y su venta al menudeo. El consumo de drogas 
baratas por parte de las clasesdemenores recursos ha ido en aumento asícomo los hechos 
delictivos relacionados con el narcotráfico, que combina ramificaciones de comercialización 
nacional e internacional.

En este escenario también se discute acerca de la desmedida violencia ejercida por malvivientes 
en la comisión de delitos contra la propiedad, por lo cual debemos asumir que realmente existe una 
necesidad colectiva de referirnos a un tema que conlleva gran carga emotiva, temores y a su vez 
una cierta esperanza de que emerja un escenario, desde el Estado, que permita neutralizar sus 
efectos y terminar con el recrudecimiento de estos delitos y la natural sensación de impunidad que 
provocan. Es por ello que debemos analizarla desde las diversas formas de incidencia sobre la 
vida en comunidad; el alcance de sus manifestaciones, su lugar en lo social y especialmente sus 
causas; realizando un estudio objetivo de sus características identificables.

A esta altura de los acontecimientos y ante la reiteración de asaltos con víctimas fatales considero 
que la posibilidad de intervenciones graduadas será ambigua y esta limitación induce al 
menosprecio progresivo de la delincuencia produciendo agravamiento de la situación. La 
“sensación de inseguridad” ya no parte del conocimiento de eventuales enfrentamientos armados 
entre malhechores y fuerzas policiales, aunque se intente de este modo poner algún freno a los 
delitos violentos que golpean a los habitantes del conurbano, aun a un costo mínimo, que no quiere 
decir sin daños.

Los enfrentamientos armados son una repetida política de Ley y Orden que fracasó en años 
anteriores bajo la consigna “tolerancia cero”, y que se pretenda el mantenimiento del orden por 
este procedimiento constituye una clara represión, que aunque se argumente controlada, afecta de 
igual modo el sentir de la población. La rapidez y la profusión con que se transmiten las acciones 
violentas tendientes a poner fin a las conductas agresivas ponen en un pie de igualdad el repudio 
hacia delincuentes y policías. Pese a la angustiante situación que se vive se minimizan los 
márgenes de criminalidad y su desenlace se vuelve previsible (alarma, temor, rejas, etc.) que con 
el tiempo pasan a formar parte de una normalidad del factor de inseguridad. Esto ocasiona que la 
situación se inmovilice por lo que entiendo que la represión por sí misma, no implica ninguna 
garantía de éxito.

En palabras de Spencer[1]: “La proliferación de la legalidad, la eficacia del patrullaje represivo para 
hacerla respetar que apuntan a la extensión cada vez mayor del reino del derecho desembocan 



paradójicamente en su desencanto; hay un índice normal de criminalidad evacuada a índices 
variables. Criminalidad y represión se trivializan y tanto una como otra caen en la normalidad”.

Con frecuencia los hechos violentos originaron efectos reformistas en la medida que las 
autoridades los interpretaron como señal de alarma y procedieron en la emergencia a sancionar 
nuevas leyes (en su momento la ley 11.922/97 y sus modificaciones, entre otras). La última reforma 
al Código de Procedimiento Penal (ley 13.954/09) y a las leyes 12.061, 5.827 y 13.433, aparece a 
resultas de la profunda crisis de inseguridad que afecta a la Provincia, debido principalmente a la 
presión mediática y a las demandas sociales contra magistrados que han ordenado 
excarcelaciones anticipadas a delincuentes y que posteriormente aparecieron en los medios como 
responsables en graves delitos. En términos de oportunidad el proyecto se enmarca en los 
discursos que procuran resolver la problemática de seguridad a través del endurecimiento del 
sistema penal. Además aparece claro que esta propuesta procura condicionar a los jueces para 
limitar las excarcelaciones en la provincia de Buenos Aires[2].

La reforma procesal penal impulsada por el Poder Ejecutivo provincial procura una mayor 
aceptación a partir de generalizar la prisión preventiva, ello producirá en los hechos una manda 
para los jueces en la aplicación de la misma como regla, salvo para delitos de escasa lesividad que 
no amenazan con la imposición de una pena privativa de libertad, en clara contradicción a la 
normativa procedimental del Código nacional.

En ese ámbito (nacional), puede observarse que cada vez es mayor la necesidad de instituir la 
prisión preventiva como medida excepcional -no como regla- y que ésta no debe ir más allá del 
plazo razonable. Recientemente la Cámara Nacional de Casación (30/10/08) en pleno resolvió que 
no basta en materia de excarcelación o eximición de prisión para su denegación la imposibilidad de 
futura condena de ejecución condicional, o que pudiere corresponderle al imputado una pena 
privativa de la libertad superior a ocho años (arts. 316 y 317 del CPPN.), sino que deben valorarse 
en forma conjunta con otros parámetros tales como los establecidos en el artículo 319 del 
ordenamiento ritual a los fines de determinar la existencia de riesgo procesal[3]. Se puede apreciar 
claramente en el fallo que se evaluó la procedencia del beneficio excarcelatorio a la luz de las 
pautas proporcionadas en los reiterados fallos dictados al respecto por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos[4].

Mi interpretación personal de la reforma es que, en aras de instalar en la Provincia una política 
criminal que permita alejar la crisis de inseguridad y los repetidos cuestionamientos hacia el Poder 
Judicial, al mismo tiempo procura; limitando las medidas de atenuación del encierro preventivo y 
restringiendo todas las excarcelaciones; un acortamiento de los procesos penales operando en 
exceso el procedimiento de juicio abreviado que a partir de la nueva ley es facultad del MPF 
emplearlo en aquellos casos en los que estimare suficiente la imposición de una pena privativa de 
la libertad no mayor de quince (15) años. Por lo pronto entiendo que dilatar el encierro preventivo 
generará en el corto plazo un notable incremento en la tasa de prisionizados sin condena en las ya 
superpobladas cárceles bonaerenses. Actualmente es evidente que existe un vacío de decisiones 
acertadas al respecto y esto aumenta la sensación de riesgo para el estilo de vida de los 
bonaerenses.

Así también en los últimos tiempos los discursos desarrollados se han orientado hacia una mayor 
punibilidad, especialmente la baja de la edad imputable suscitado por el plan de seguridad 
provincial. Este debate, por la edad de imputabilidad de los menores, volvió a ocupar el centro de 
la opinión pública tras el asesinato, en un intento de robo, del ingeniero Ricardo Barrenechea en 
San Isidro, tema que enfrenta opiniones de reconocidos juristas y que requiere de la aprobación de 
la Legislatura nacional. Al respecto debe informarse, en torno a la pretendida reducción de la edad 
imputable y al sistema de responsabilidad penal juvenil, que el Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia (UNICEF) con sede en nuestro país difundió su posición basada en la Convención sobre 
los Derechos del Niño y las Reglas de Beijing para la Administración de Justicia de Menores. Este 
sistema de las Naciones Unidas recomienda la organización de una justicia especializada, flexible 
y diversa para juzgar a las personas menores de 18 años, que respete los derechos y garantías del 
debido proceso a los adolescentes a quienes se acuse de haber participado en la comisión de una 
infracción a la ley penal. La finalidad debe ser educativa y sancionadora de la pena que permita la 



reparación del daño causado, en cualquier fase del procedimiento, la recuperación del sujeto 
infractor y aconseja la mínima restricción de derechos posible a la hora de imponer sanciones, 
siendo la privación de libertad del menor el último recurso[5].

Como observamos, pese a la ineficacia del sistema penal para dar solución al conflicto social 
venimos presenciando cambios constantes en la legislación que aparecen como respuesta a 
situaciones coyunturales. Tal profusión de leyes y su mayor dureza en modo alguno ha sido un 
instrumento útil que permita superar el conflicto planteado en orden a la seguridad. Con los 
resultados obtenidos queda palmariamente probado que el incremento de penas no ha servido en 
modo alguno para disminuir el número de los delitos.

Además resulta irritante el hecho de que el arsenal con que cuentan los agentes violentos supere 
ampliamente el utilizado por la policía.Una consecuencia lógica de esto es la cantidad de policías 
muertos en lo que va del año y que tanto preocupa al gobierno provincial, a la cúpula policial y 
sobre todo a la tropa, desde la que se reclaman mayores medidas de seguridad para trabajar[6].
En este contexto podemos mencionar el malestar generalizado entre los uniformados por el 
armamento defectuoso, chalecos vencidos y móviles inservibles que utilizan en cumplimiento de su 
misión. Atento a ello además de lograr sofisticación en materia de armamento y equipo para las 
fuerzas del orden, estimo necesario diseñar un esquema de seguridad, escrupuloso desde el 
gobierno provincial, con visión de futuro a modo de erradicar esta ola de delincuencia que nos 
afecta, en un estricto marco de la ley y respeto por las garantías de un Estado de Derecho que 
sirva de esperanza de cambio y lo reconcilien con los ciudadanos.

La profesionalización de los efectivos responsables de intervenir resulta equiparable a la necesidad 
de erradicar la delincuencia violenta; para garantizar competencia a fin de desarticular los grupos 
armados es esencial una apreciable certeza de eficacia. Requiere no sólo de formación profesional 
sino también de un modelo aceptable y permanente del hombre policía responsable para esta 
labor, formar grupos de trabajo donde la disciplina sea elemental y obligatoria y el respeto por el 
subalterno lleve a elevar la moral institucional tan decaída en los últimos años por la constante 
sospecha de corrupción. A su vez encuentro imperioso que entiendan los mandatarios de turno 
que ello es posible teniendo un mínimo de respeto a la dignidad de la persona-policía y un 
adecuado sueldo que incentive la vocación de servicio y sus convicciones.

Esta profesionalización tiende a la formación del personal policial y se conjuga con su competencia 
técnica, socialización con espíritu de cuerpo y difusión de una ideología que los inmunice contra 
cualquier influencia ajena a la fuerza -posibles ‘compromisos’ de corruptela-, apartando a los 
hombres uniformados de agitadores con inmunidad (grupos de presión, dirigentes políticos, etc.) y 
especialmente, generando respeto por el prójimo.

El estado de inseguridad que se soporta amerita esta formación profesional en el menor tiempo 
posible y que el adiestramiento y provisión de equipamiento y técnico sea el adecuado para la 
labor que se pretende que desempeñe la policía. La inversión en seguridad requiere programas de 
armamento y tecnología así como la renovación continua a corto plazo para posibilitar así el 
mantenimiento del orden público, sin que existan los cuestionamientos presentes acerca de 
irregularidades en la adquisición del mismo.

Imágenes de la delincuencia organizada y del accionar policial

La inseguridad produce solidaridad entre la gente a la hora de cuestionar el accionar policial y ello 
amenaza con desnaturalizar la labor que se persigue. Por ello sería útil encontrar la manera de 
valorar estas imágenes en un beneficio institucional impidiendo la manipulación de la información 
pública claro que para ello la conducta policial no deberá estar teñida de insatisfacción; de abusos 
ni de sospecha. De allí que resulta ineludible que los esfuerzos de revaloración y mejoramiento de 
la imagen policial se difundan por los mismos canales, a través de información que permita 
distinguir claramente, el vínculo entre delito y control en reconocimiento de una acción policial 
positiva.



Es extremadamente representativo en nuestros días que seguridad y delincuencia se encuentren 
sospechadas de connivencia y esta situación es aprovechada por la estrategia criminal para 
asegurar la sumisión de sus víctimas ante el delito. La respuesta de funcionarios, jueces y jefes 
policiales deberá ser más enérgica y efectiva de modo que se reconozca la preocupación del 
Estado provincial -ausente por el momento- por el aumento inquietante de este flagelo, y se 
manifiesten con más credibilidad al momento de anunciar que ‘se reforzarán las medidas de 
vigilancia y prevención’ alejando toda duda de ineficiencia o impunidad.

Coincidamos que tampoco han dado resultado satisfactorio los controles sociales creados al 
respecto y que sólo han producido desencanto ante una sociedad que los mira con ojos 
desengañados. Por ello es necesario que las autoridades se den cuenta que la cuestión es mucho 
más complicada de lo que leen en el periódico. La inseguridad apuntala sórdidamente la peligrosa 
convicción de que existe un control absoluto de la vida social por parte de los delincuentes y las 
víctimas de delitos piden incansablemente orden y aplicación de una ley penal más estricta. Al no 
existir reglas creíbles la indignación crea escándalo y las recriminaciones hacia la policía se 
acentúan dejando poco espacio para que el orden jurídico se presente como una alternativa de 
solución posible[7].

La inseguridad acosa a la población, los actos ilícitos se presentan cada vez con mayor brutalidad 
y aparece evidente que el Poder Judicial al no poder refrenar el aumento de estas conductas a 
partir del derecho se ve en la necesidad de buscar otros métodos para resolverlos admitiendo 
desde la Política Criminal, en el menor tiempo, un gran número de casos y de esta forma evitar una 
emergente paralización de la justicia penal.

No podemos por el momento especular sobre la estructura e idoneidad de un programa de 
mediano o largo plazo, o de un tipo de intervención concreta, sin considerar que estamos ante un 
proceso de cambio de paradigma (delictual) en el que todos los actores sociales, considero, deben 
tomar alguna posición. La experiencia empírica nos muestra cómo en aquellos espacios en los que 
se produce un fuerte desarrollo de medidas de tratamientos alternativos, en paralelo, ha de 
determinarse un fuerte desarrollo de programas de prisiones.

Siguiendo a Zaffaroni “El deterioro del servicio público de seguridad orienta la victimización hacia 
los mismos sectores de los que se recluta a los criminalizados y en buena medida al personal 
policial, lo que incrementa las contradicciones entre estas capas sociales y les impide toda 
coalición que posibilite una acción política conjunta coherente”[8].

Desde esta perspectiva un correcto desarrollo de políticas de seguridad y tratamiento no implica 
una especie de competencia entre distintos programas sino la ampliación y mayores 
probabilidades de éxito para todas. Es decir, que de la eficacia de los mismos y del volumen de 
casos que entren en cada uno de ellos dependerá la actitud de los ciudadanos frente a la crisis.

Por el momento arriesgar un diagnóstico de solución es ilusorio y sólo es posible tratar de 
reconstruir la situación de emergencia que nos afecta con una actitud de gobierno seria y de 
consenso político.

Una personal interpretación sobre la violencia en el fútbol

Ante la muestra de violencia, delitos y destructividad que por su lado presenta el mundo del fútbol, 
sus defensores no tienen para alegar sino la “teoría de la descarga o válvula de escape” que sirve 
para desviar las hostilidades hacia objetos substitutivos e incluye la búsqueda del chivo expiatorio 
para cargar con las culpas.

Entendidos en la materia opinan que cuando el hombre está en la tribuna ha dejado de ser 
hipócrita, que desnuda su pasión y descarga la agresividad que no pudo soltar en la semana. En 
tanto volarán botellas por encima de las cabezas de los árbitros y lo único que pueden hacer para 
evitar la sanción popular es tratar de moderar esa agresividad.

Se dice que el fútbol vehiculiza las descargas emocionales del público espectador y recomiendan 



el deporte como una forma de canalizar la agresión. Esta hipótesis muy difundida asegura que los 
individuos que dan rienda suelta a sus agresiones personales y hostilidades en el fútbol o en otros 
juegos, disminuyen su agresividad y la utilización de la fuerza en sus actividades cotidianas.

Instituciones de válvula de escape como el fútbol que se proponen mantener el orden establecido 
en la población, pueden provocar por el contrario desorden y desencadenar actitudes catastróficas 
en pos de aliviar tensiones de individuos y grupos humanos. En estos grupos, como fenómeno 
social, aparecen bandas juveniles con códigos de comportamiento propios que interactúan en los 
estadios provocando todo tipo de desmanes, ilícitos y actos de violencia.

En nuestro país algunos dirigentes de clubes deportivos muy frecuentemente fueron políticos 
ignotos que llegaron al club como un medio para acrecentar su poderío o bien comenzaron su 
carrera política a partir de su actuación en el club. Aquí considero se inició la utilización del hincha 
y la manipulación de las barras por éstos mediante el otorgamiento de entradas gratuitas para los 
partidos. Posteriormente las barras ya formadas por “punteros” aportaron los votos en las 
elecciones a cargos directivos del club y además sirvieron para silenciar, mediante amenazas y 
agresiones, a los candidatos opositores. Éstas también dieron algún apoyo en eventuales 
elecciones políticas[9].

Así podemos desentrañar el origen de la impunidad de que actualmente gozan los “barrabravas” 
en sus actos violentos, también podríamos animarnos a decir que existe una protección implícita y 
a veces explícita, de los dirigentes de algunos clubes que las utilizan. Esta relación de política y 
fútbol se hizo más estrecha y permanente a partir de la profesionalización de este deporte y hoy 
aparece como moneda corriente y resignación ante tal resultado.

Esta reseña sobre el nexo que existe entre política y fútbol, tal vez permita explicarnos algunas 
características de la delincuencia violenta y fanatismo típicas de este deporte, y el por qué del 
colapso de los sistemas de seguridad implantados para contenerla.

Quienes han estudiado este fenómeno coinciden en que la estrategización de la vida política 
interna es un juego controlado, provechoso, sólo cuando los adversarios compartan criterios 
comunes en cuanto a los costos de esta relación y sus beneficios políticos. El equilibrio de esta 
estrategia interna es inestable. El modelo representa la política como una competencia en un 
estadio y al querer domesticar a los violentos, pretendiendo que entren en el proceso político, 
siempre se corre el riesgo de que escapen a las reglas de juego y acaben creyendo que sus actos 
delictivos tienen carácter político o que solamente serán cuestionables desde el derecho 
contravencional.

Por otra parte mientras se desvía la atención de la gente hacia las prácticas irracionales de estos 
inadaptados que frecuentan las canchas, crece aceleradamente la industria del fútbol (compra-
venta de jugadores y de publicidad), se desluce y empobrece el juego y menos interesa la actividad 
propiamente deportiva.

Estas características se acentúan especialmente en la clase baja a la que precisamente 
pertenecen mayoritariamente los integrantes de las barras ya que conforman la hinchada más 
fanática. Quienes ven al fútbol como una salida viable hacia el deporte o como elemento de 
recreación deberán concluir finalmente que se trata de una poderosa industria, un medio de 
conseguir fabulosas ganancias e imposible de mostrar este juego como elemento de cultura.

Todo lo expuesto me lleva al íntimo convencimiento que sólo es posible comenzar a diagramar 
sistemas y planes de seguridad en este ámbito si mantenemos criterios comunes de que estos 
problemas realmente existen, hay -más incluso de las que se necesitan- normas tendientes a 
erradicar este tipo de delincuencia que no funcionan, en otras palabras, de una vez por todas 
aceptar que se ha instaurado gradualmente una falsa seguridad con apoyo en el desorden con un 
alto nivel de riesgo, constantemente subestimado por las autoridades competentes. En estas 
condiciones los funcionarios del área deberán reconocer públicamente su impotencia, o su 
impericia, para dar solución a estas conductas o bien entrar en una nueva etapa de reconocimiento 
de los problemas de la ciudadanía y diseñar un modelo de seguridad eficiente capaz de abarcar 
ponderadamente toda la problemática en la materia de forma de erradicar la crisis que se produce 
desde hace bastantes años dada esa sensación de inseguridad.



Los distintos discursos

Debido a la importancia del tema en discusión, que tanto aflige a quienes hemos sufrido las 
consecuencias de un hecho delictivo, se han dado nombres especiales a una serie de actividades 
criminógenas a fin de reconocerlas por la forma de operar de los delincuentes. Son nombres 
pintorescos que reflejan distintas conductas y que a la vez establecen un orden de “señorío”, un 
régimen de autoridad y dominación entre los malhechores.

Para entender esta ordenación dentro de las organizaciones delictivas comúnmente denominadas 
“bandas”, he considerado la posibilidad de consultar a un veterano jefe policial para que me auxilie 
en la explicación de este fenómeno. Contando con su experiencia de muchos años en la 
repartición provincial me será posible abordar con mayor conocimiento las estructuras delictivas, 
sus motivaciones desde un punto de vista social criminológico y tal vez desentrañar, como es que 
pese a la diversidad de programas de seguridad implantados en la provincia de Buenos Aires a lo 
largo de la última década, el crecimiento de la delincuencia hoy tenga en jaque y temerosa a la 
ciudadanía y haya sorteado con éxito, los distintos mecanismos de detección del delito[10].

Frases tales como: “En 90 días tenemos que estar en condiciones de detener a varias bandas de 
delincuentes por semana” (Gobernador Eduardo Duhalde, 1998); “En tres meses verán una policía 
nueva” (Min. de Seguridad León Arslanián, 1998); “Vamos a poner 5.000 policías más en la calle 
para erradicar esta ola de delincuencia en el marco de la ley” (Presidente Carlos Menem, 1998); 
“Hay que meterles bala a los ladrones, combatirlos sin piedad. A mí no me va a temblar la mano” 
(Gobernador Carlos Ruckauf, 1999); “La sociedad siente que hay una emergencia en materia de 
seguridad y que hay que responder” (Sec. de Seguridad Juan J. Álvarez, 2002); “Vamos a poner a 
las fuerzas federales para bajar o hacer desaparecer los secuestros” (Min. del Interior Aníbal 
Fernández, 2004); “La Policía va a tener mayor logística, mayor potencia de fuego. Habrá más 
presencia policial” (Min. de Seguridad Carlos Stornelli, 2007); “Vamos a poner un diez por ciento 
más de policías en la calle” (Gobernador Daniel Scioli, 2008)[11] no son inéditas.

Se buscan 4.000 jóvenes solteros, de 21 a 25 años, sanos y físicamente aptos, afectos a las 
buenas costumbres", fue el texto que a fines de abril de 2004 se publicó en los medios de 
comunicación para conseguir interesados en custodiar las calles de la región más violenta del país 
a cambio de una compensación de 750 pesos mensuales.

Todas estas iniciativas terminaron en fracaso absoluto y al tiempo que se anunciaban recrudecían 
los asaltos armados a entidades bancarias (también por boqueteros), a transportes de cargas (por 
piratas del asfalto), a particulares, en casas de familia con toma de rehenes, secuestros extorsivos 
en el Gran Buenos Aires y en la Capital Federal y actualmente sufrimos la modalidad de los 
denominados “motochorros” en centros comerciales y/o saliendo de un banco que nos despojan de 
nuestro dinero y pertenencias.

Pese a los discursos con buenas intenciones debemos reconocer que en estos diez años fueron 
muchos los cambios anunciados pero la situación se agravó. En principio los trabajos de 
investigación, especialmente los realizados desde la Secretaría (hoy Ministerio) de Seguridad 
provincial, abrieron la caja negra sobre las dudosas prácticas policiales y al pretender demostrar a 
la población que estaban decididos a combatirlas y a la vez, que no existían vínculos de interés 
con agentes de la Administración, no vacilaron en propiciar continuas y reiteradas “purgas” de 
uniformados. Estas depuraciones no fueron acompañadas por políticas adecuadas de formación 
de los cuadros residuales ni de mecanismos estables, no antojadizos, para identificar a sus 
verdaderos responsables, los reales problemas de corrupción y sus orígenes[12].

Tengamos en cuenta que el resultado de la estrategia de saneamiento interno a veces es 
impredecible. Creer que se contará con el compromiso y un consenso mínimo por parte de los 
‘inocentes’ lleva a desatinos y en cierto modo es menospreciar la dominación de quienes exponen 
un estado (jerarquía) de supremacía por sobre los subordinados. Ante el desconocimiento de los 
códigos de la Corporación los conflictos aparecerán para demostrar que donde se creía que no 



existían reglas sí las hay, y que es difícil aislar el poder (interno) para hacer entrar al resto en el 
proceso de restauración de imagen.

El desencanto por la utilización de medios ineficaces de acción directa con el tiempo 
desvanecieron la estrategia y emergieron comportamientos de resistencia de los hombres contra el 
poder político y de los hombres entre sí. En este punto convengamos que colaboró en la desnudez 
del proyecto la creación de distintas policías que convivían sin un criterio rector uniforme y en 
constante enfrentamiento interno.

“Hace dos años, cuando arreciaba la ola delictiva y León Arslanián llegó -por segunda vez- al 
Ministerio de Seguridad, fue presentada como la solución del problema de la inseguridad en el 
conurbano bonaerense. Sin embargo, a ocho meses de su lanzamiento formal, la Policía Buenos 
Aires 2 (PBA2), aún es sólo una experiencia limitada a los distritos de San Martín y Tres de 
Febrero (…). Lo cierto es que hoy la PBA2 tiene más visos de proyecto que de realidad”[13].

Observamos también que tales discursos acerca de como combatir la inseguridad desembocaron 
en una marginalización del sistema sin exponer una lógica y objetiva acción política y con ausencia 
total de previsibilidad. Los mismos, que a la vez insistían por distintos medios que erradicarían las 
actividades delictivas del común social, no disimulaban su confusa percepción de la problemática 
interna.

Se anunciaban en los medios de prensa largas listas de policías supuestamente comprometidos en 
casos de corruptela los que sin un (debido) proceso judicial, ni administrativo serio, eran 
desplazados de la fuerza en medio de la vergüenza para éstos y sus familias por la exposición 
pública[14]. Un mecanismo equivocado que creo, desde una simple reflexión sistémica, terminó por 
destruir la moral institucional -el espíritu de cuerpo- de la tropa inocente ya que infundió 
incertidumbre y temor de integrar esa nómina por el solo hecho de intervenir desacertadamente, en 
función de servicio, al evitar la comisión de un hecho delictuoso.

La falta de claridad en la sistematización de “purgas” amparadas en una ley de emergencia 
provincial con severos reproches sobre su constitucionalidad, encerró a la fuerza en las 
dependencias policiales y hoy dan vuelta la cara ante la posibilidad de una intervención funcional 
mínima. Su principal preocupación, contar los meses que restan hasta el final del año para así 
contabilizarlo como uno más de aporte jubilatorio. Sus hombres han perdido la esperanza de 
cumplir con los años que para ello determina la ley ante la posibilidad de ser dejado cesante por un 
error funcional y nada los persuade que su misión específica es enfrentar -moderadamente- el 
delito en todas sus manifestaciones puesto que ello importa un serio riesgo de perder el empleo.

Este apretado diagnóstico que aporta nuestra fuente aparece coherente con la situación que se 
vislumbra sobre la inacción de la fuerza policial, inercia que repercute en la inquietante falta de 
seguridad, la ausencia de motivación se ve reflejada en los magros resultados del trabajo de 
prevención del delito pero aún más, en la investigación de aquéllos que no fue posible evitar.

En el avance del estudio de la inseguridad en la provincia de Buenos Aires considero también 
oportuno efectuar un coherente análisis de las causas que provocan en este ámbito sucesos de 
violencia policial en ocasión de asaltos, que han cobrado numerosas vidas inocentes, y que hoy 
son fuertemente rechazados por la sociedad.

De la mano de estos hechos; como resultado inevitables de tiroteos con delincuentes; resultan 
heridos y/o muerte de quienes están siendo víctimas de un delito. Sobre esta complicación en el 
diario Perfil se preguntan: ¿Quizás la respuesta deba buscarse en la formación apresurada o 
presurosa del personal policial? (…). En la nota al diario el Dr. Darío Kosovksy, abogado penalista 
y director del Instituto Latinoamericano de Seguridad y Democracia (ILSEC)” explica que: “Es 
evidente que la actual política de seguridad aprueba indirectamente estos excesos. Primero se tira 
y después se pregunta”[15]. Ya nos hemos referido a estas imágenes y a la rapidez con que 
circulan en los medios de comunicación. En realidad pese a que producen más intranquilidad sería 
inútil pretender ignorarlas. Sin perjuicio que existan quienes manejan las imágenes de la 
inseguridad a veces con intenciones políticas, los hechos existen y los recibimos a diario a través 
de informativos de radio y televisión.



Tengamos en cuenta que la reiteración de estos excesos ante la ferocidad de la represión puede 
inclinar la opinión de la población a favor de los delincuentes. En estos casos nos equivocamos si 
consideramos que la respuesta policial en la emergencia debe obedecer al restablecimiento de 
mandatos de orden y gatillo fácil. Esta fórmula fracasó en años anteriores, volver a instaurarla en 
policías con escasa capacitación crearía nuevas fracturas de la policía para con la sociedad que 
espera observar un comportamiento adecuado -legítimo- en el cumplimiento de su misión[16].

Sería necio suponer que la delincuencia no se ha percatado de esta debilitación institucional y a la 
hora de analizar los motivos de la inseguridad deberemos plantear, en el inventario de posibles 
causas motivadoras, esta situación. Además corresponde computar los que puedan obedecer a 
desaciertos en la estrategia diagramada por los funcionarios responsables del área.

Existe una demanda de protección relacionada con el aumento de la inseguridad de la población. 
El aumento real o ficticio de la criminalidad, o el simple aumento de las noticias acerca de la 
misma, ha generado una demanda de seguridad que puede dar lugar a la adopción de medidas 
erróneas y aisladas de política criminal y orientarse a buscar soluciones autoritarias que generen 
un Estado de Policía y de esta forma debilitar el Estado de Derecho.

Ante esta perspectiva las recomendaciones formuladas en materia de delincuencia deben gravitar 
en la necesidad de una mayor participación de la ciudadanía en la prevención del delito y en la 
erradicación de prácticas de ejecuciones extra-legales. Pensando en esta necesidad se elaboró el 
primer documento de Naciones Unidas que se refirió a la problemática de la prevención del delito 
con su etiología social haciendo especial hincapié en que el éxito de la justicia penal y las 
estrategias de prevención dependían, en gran parte, del progreso de las condiciones sociales y del 
mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos.

En igual sentido se pronunció el “Séptimo Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del 
delito y tratamiento del delincuente”[17] realizado en Milán en el año 1985. En este documento se 
invitó a los gobiernos a guiarse por el “Plan de Acción de Milán” en la formulación de leyes y 
directrices de políticas adecuadas, a realizar esfuerzos continuados para aplicar los principios que 
figuran en la Declaración de Caracas (art. 6º) y se expresó la necesidad de dar una respuesta 
adecuada que brindara la posibilidad de abordar la problemática socioeconómica de las que 
derivaría parte de la delincuencia.

El Séptimo Congreso prestó particular atención a la cuestión del tráfico ilícito de drogas, al 
incremento y la gravedad de la delincuencia en muchas partes del mundo, incluida la criminalidad 
convencional y no convencional, lo que ha tenido un efecto negativo en el desarrollo y la calidad de 
la vida.

Expuso entre otras observaciones: “Considerando que la delincuencia, en particular en sus nuevas 
formas y dimensiones, obstaculiza seriamente el proceso de desarrollo de muchos países, así 
como sus relaciones internacionales, determinó que la función del sistema de justicia penal es 
contribuir a la protección de las normas y los valores básicos de la sociedad (…) de la importancia 
de mejorar la eficiencia de los sistemas de justicia penal, (…) a fin de contener con eficacia el daño 
causado par la moderna delincuencia económica y no convencional, las medidas de política se 
deben basar en un enfoque integrado, en que se dé preponderancia a la disminución de 
oportunidades de cometer delitos y al fortalecimiento de normas y actitudes contra el delito”.

Consciente de la importancia de la prevención del delito y de una intervención (mínima) de la 
justicia penal; que abarque políticas, procesos e instituciones cuyo fin sea luchar contra la 
criminalidad y al tiempo garantizar un trato igual y justo a todos los involucrados; que la 
incorporación de nuevas políticas de seguridad en un proceso de planificación debe contribuir para 
asegurar una mejor calidad de vida para la comunidad, ésta debe promover igualdad de derechos 
y seguridad social, mejorar la eficacia y reducir sustancialmente los costos sociales relacionados 
directa o indirectamente con el delito. La lucha contra la delincuencia debe asegurar justicia social 
y respeto de la dignidad humana, libertad, igualdad y especialmente seguridad.

Siguiendo esta consigna entiendo que la Criminología debe plantear un esquema conceptual que 
resulte de utilidad para la solución de estos nuevos paradigmas que plantea la nueva sociedad. Sin 
desatender la desorganización social enclavada en la desviación y la marginación de sectores de 



la población; la pobreza extrema es sinónimo de humillación y al tiempo de violencia e inseguridad; 
en mutua colaboración con la dogmática penal en el marco de un sistema social que admita un 
adecuado funcionamiento de control y de prevención delictual.

Por último aclaro que este artículo no persigue una justificación para la inacción o el exceso 
policial, ni que se interprete como un ataque contra funcionarios a cargo de la seguridad. Sólo 
pretende ser una crítica observación basada quizás en un precario conocimiento de una situación 
que amenaza a la sociedad y que ya se ha convertido en infortunio. Por ello considero que debe 
ser abordado desde distintos sectores para erradicarlo, con participación ciudadana, tal como se 
expuso reiteradamente y con los objetivos que también se plantearon. En este sentido si alguien se 
sintiera aludido en forma personal, desde ya expreso que esa no fue mi intención.

Despejada esta eventualidad pienso que es posible que la inseguridad al fin pueda ser controlada, 
que se debe abrir un paréntesis en los cuestionamientos políticos propiciando el acercamiento de 
la sociedad hacia una repartición confiable, pero controlada, que lograda su tranquilidad de ánimo 
seguramente restablecerá lazos de cooperación con la administración y devolverá la seguridad tan 
ansiada por la comunidad en el territorio provincial.

Observación desde la sociología jurídico-penal

- La nueva inseguridad 

La actual inseguridad está asentada en una base material distinta de aquella que estaba presente 
en otras épocas de la humanidad aún en la era del Estado keynesiano. Es una nueva forma de 
inseguridad que no se ha producido por designio divino ni por un espasmo de la naturaleza 
ingobernable e irreducible; como diría Marx, “la naturaleza no produce por una parte poseedores 
de dinero o mercancías y por otra, personas que simplemente poseen sus propias fuerzas de 
trabajo”[18], se ha producido como siempre, por una gestión política que produce efectos 
inhumanos a todo nivel; esta política ha expandido los miedos sociales presente en la 
cotidianeidad como el que produce la inseguridad en el trabajo, el que produce el desamparo en la 
salud, en la educación y en la seguridad social. De tal manera el individuo ha quedado inerme ante 
relaciones sociales que no controla y ello ha aumentado sus miedos y la sensación de inseguridad 
ante el prójimo.

En realidad como sabemos, es el poder policial el que en los hechos maneja y gestiona la 
(in)seguridad ciudadana y no como se cree, esa institución subordinada que es la justicia. No tanto 
porque no comparta la visión de la inseguridad como la de la policía sino que dicho poder carece 
de capacidad operativa para vigilar, controlar, disciplinar, normalizar las conductas humanas que 
es el verdadero objetivo de la dominación social y no la moral ciudadana[19].

La pena como control social accesorio 

- Su incidencia a partir del siglo XVIII

El escenario planteado nos lleva necesariamente a apartarnos en parte del pensamiento de 
algunos juristas e indagar sobre el de autores provenientes de la sociología o de la filosofía que 
hacen hincapié en las políticas de control (social y formal). Si bien son discursos diferentes en lo 
sustancial son análisis de las dos caras de una misma moneda. En tal sentido sin dejar de 
reconocer el valioso debate desde el análisis jurídico-constitucional trataré de focalizar la crítica 
desde este ámbito, concretamente, desde la necesidad de controlar ciertos peligros sociales.

Aclarado ello, continuando la exposición sobre la reacción social del Estado para combatir la 
criminalidad, me detendré en la incidencia del control social en el tema como medida accesoria de 
la pena ante los distintos comportamientos normativos, los antecedentes históricos y la importancia 
que le ha dado la Criminología a los conflictos del derecho penal, los que han servido para 



reivindicar a la víctima y su necesaria protección como punto principal en la discusión político-
criminal.

En lo referente a la relación entre las penas y el derecho penal las primeras reflexiones nos 
remontarán a la cuestión en el siglo XVIII como una necesidad de razonamiento sobre el tema 
según el orden del tiempo.

Así desde el plano histórico advertimos que la cárcel misma, como lugar de ejecución de pena, 
surge en los siglos XVIII y XIX a consecuencia de la naturaleza contractual del derecho penal 
burgués considerándola al tiempo como riqueza y a la privación de la libertad como capacidad de 
trabajo medido en tiempo por salario. Antes de ello la cárcel era el simple lugar de custodia donde 
el imputado esperaba la tramitación del proceso. Como resultado de una sociedad de producción 
capitalista ha sido la sanción penal más difundida puesto que la libertad como valor en el tiempo 
constituye la forma más simple de valor de cambio. Señálase que a ello debía sumarse que la 
institución penitenciaria ofrecía “la ocasión más propicia para ejercitar sobre ellos un poder 
disciplinador”[20] en el devenir de los campesinos sujetos al anterior sistema feudal, a la clase 
obrera y asalariada expropiada de todo medio de producción.

El principio fundamental de reelaboración del sistema teórico de la ley penal definido por autores 
como Beccaria, Bentham, Brissot, entre otros de la época revolucionaria francesa, es el crimen en 
el sentido penal del término, o más técnicamente la infracción, que no ha de tener en adelante 
relación alguna con la falta moral o religiosa. La falta es una infracción a la ley natural, religiosa y 
moral, por el contrario el crimen o la infracción penal es la ruptura con la ley, la ley civil 
explícitamente establecida en el seno de una sociedad por el lado legislativo del poder político. 
Para que haya infracción es preciso que haya también un poder político, una ley y que esta ley 
haya sido efectivamente formulada. Antes de la existencia de la ley no puede haber infracción y 
según estos teóricos, sólo pueden sufrir penalidades las conductas efectivamente definidas y 
reprimidas por la ley (hoy principio de legalidad).

El objeto de la pena en Beccaria no es esencialmente retributivo sino preventivo en cuanto expresa 
“el fin, pues, no es otro que impedir al reo hacer nuevos daños a sus conciudadanos y apartar a los 
demás de cometer otros iguales por ello, dentro del catálogo de penas y método de infligirlas, 
deben seleccionarse aquéllas que guardando la debida proporción, produzcan la impresión más 
eficaz y duradera sobre los ánimos de los hombres”[21].

Por consiguiente existe una nueva definición del criminal: “es aquél que damnifica que perturba a la 
sociedad, es el enemigo social. Esta idea aparece expresada con mucha claridad por dichos 
teóricos y también en Rousseau, este autor afirma que el criminal es aquel individuo que ha roto el 
pacto social, el crimen y la ruptura del pacto social son nociones idénticas por lo que bien puede 
deducirse a partir de este argumento criminológico que el criminal es considerado un enemigo 
interno”[22]. Esta idea del criminal como enemigo interno, como aquel individuo que rompe el pacto 
que teóricamente había establecido con la sociedad, es una definición nueva y capital en la teoría 
del crimen y la penalidad.

De este modo el surgimiento de las grandes ciudades instala el peligro, el miedo dentro de la 
misma ciudad, en este siglo se refuerza aún más este cambio. La multitud es vista como 
potencialmente peligrosa, surge la idea de la masa como problema que hay que dominar y es 
entonces cuando las instancias informales de control social de las sociedades preindustriales son 
sustituidas por las agencias de control formal: la policía, los juzgados, las cárceles[23]. El peligro ya 
no lo encarnan las bestias o las catástrofes naturales sino otros ciudadanos.

La génesis del siglo XVIII y las obras iluministas muestran al contrato como marco jurídico que 
favorece el ejercicio de la autonomía de las partes, dando a la clase burguesa las condiciones 
necesarias para el desenvolvimiento de la actividad comercial e industrial, haciendo un buen uso y 
abuso de sus libertades civiles. Reacción pública de aversión, desprecio y condena era la pena. 
Pensadores de la época crearon mecanismos para provocar vergüenza y humillación en los 
criminales para que el daño no pudiera ser cometido nuevamente, que el individuo no volviese a 
tener deseos de causar daño a la sociedad semejante al que ha causado, en hacer que le repugne 
para siempre el crimen cometido. “Para obtener ese resultado la pena ideal, la que se ajustaba en 



la medida exacta, era la del Talión. Se mata a quién mató, se confiscan los bienes de quién robó y, 
para algunos de los teóricos del siglo, quién cometió una violación debería sufrir algo 
semejante”[24].

Existía un amplio abanico de penalidades: deportación, trabajo forzado, vergüenza, escándalo 
público y hasta pena del Talión, sus proyectos fueron presentados no sólo por teóricos puros sino 
también por legisladores que participaron en la elaboración del primer Código Penal Revolucionario 
(año de 1.810, bajo el imperio de Napoleón I)[25]. Ya se había avanzado bastante en la 
organización de la penalidad centrada en la infracción penal y en la desobediencia a una ley que 
se presentaba de utilidad pública.

El derecho penal y la pena eran considerados por la escuela clásica (liberal) no tanto como un 
medio para modificar al sujeto delincuente sino, sobre todo, como un instrumento legal para 
defender a la sociedad del crimen creando frente a éste, donde fuese necesario un disuasivo, es 
decir, una contramotivación[26]. Los límites de conminación y de la aplicación de la sanción penal; 
así como las modalidades del ejercicio de la potestad punitiva del Estado; estaban señalados por la 
necesidad o utilidadde la pena y por el principio de legalidad.

Desde otra posición para Engels, el delito al igual que el alcoholismo se manifestaba ante todo 
como una forma de “desmoralización”, el colapso de la humanidad y la dignidad del hombre era 
indicio también de decadencia en la sociedad. La desmoralización era consecuencia de la 
industrialización capitalista. Los obreros en general encerrados en ese proceso nada podían hacer 
al respecto[27].

La encarcelación y la prisión sustituyeron las otras penas casi sin justificación teórica, 
especialmente, la prisión que no estaba prevista en el programa del siglo y que se generalizó en el 
siglo siguiente. Así desde comienzos del siglo XIX de manera más acelerada la legislación penal 
se irá desviando hacia lo que podemos señalar como de utilidad social. De modo cada vez más 
insistente la penalidad tiene menos en vista la defensa general de la sociedad, el control y la 
reforma psicológica y moral de las actitudes y el comportamiento de los individuos. Toda penalidad 
pasa a ser un sistema de control no importa si lo que hacen los individuos está de acuerdo o no 
con la ley sino más bien el nivel de lo que pueden hacer, son capaces de hacer, están dispuestos a 
hacer o están a punto de hacer[28].

La medida de la pena no dependía tampoco en este ámbito, de la gravedad del acto cometido sino 
del tiempo necesario para realizar la ideología que la sostenga no requiriendo de otro límite. Desde 
esta perspectiva el interés originario por la naturaleza retributiva de la pena se sustituye por un 
juicio de peligrosidad del autor del delito, “un juicio de pronóstico sobre la predisposición a cometer 
nuevos delitos”[29].

Aquí el discurso legitimante parte del presupuesto de que la pena es un bien para el que la sufre 
ocultando el carácter penoso de la misma, reemplazada por sanciones o en su caso por medidas 
de neutralización producto del pensamiento positivista, plasmado en las doctrinas y legislaciones 
penales desarrolladas a mediados del siglo XIX y del presente cuando “el proyecto ilustrado y 
puramente humanitario de castigar menos -y evitar los abusos del poder autoritario- se convierte en 
el disciplinar y tecnológico, castigar mejor”[30].

Así transcurre el siglo XIX en torno a la institución judicial y para permitir a ésta asumir la función 
de control de los individuos por el nivel de peligrosidad una gigantesca maquinaria de instituciones 
que contendrán a éstos a lo largo de su existencia: instituciones pedagógicas como la escuela, 
psicológicas o psiquiátricas como el hospital, el asilo, etc. Esta red de un poder que no es judicial 
debía desempeñar una de las funciones que se atribuye la justicia a sí misma en esta etapa, 
función que no es ya de castigar las infracciones de los individuos sino de controlar y corregir sus 
virtualidades.

Con el advenimiento de la democracia los procedimientos cambiaron, las instituciones disciplinarias 
fomentaron las prisiones únicamente hasta los primeros pasos de la democracia, es decir, hasta 
que dichas instituciones se consideraron medulares para el logro de la “subjetivización”, por 
supuesto, el saber si este tipo de institución ha sido alguna vez funcional en ese proceso, es otra 
cuestión como señala Foucault al final de “Vigilar y castigar”[31].



En la democracia de masas el carácter disciplinado y racional del sujeto así como su derecho a 
votar pasaron a ser hechos y había que satisfacer las pretensiones de estos nuevos sujetos en 
cuanto a alcanzar el poder. El control social no tuvo más remedio que convertirse en un control 
social descentralizado y democrático, en otras palabras, un control social propiamente dicho[32] y 
éste debía encontrarse dentro del ejercicio de una nueva forma de control social donde volviese a 
tener lugar un intento por centralizar el desarrollo. En esos tiempos el control social giraba en torno 
a la lucha por el monopolio en cuanto a la estructuración del significado y por la recompensa más 
codiciada: el público.

El Estado a través del tiempo ha visto la necesidad de imponer penas como consecuencia jurídica 
por la comisión de delitos, esta actividad está íntimamente relacionada con el control socialque en 
un principio ejercieron los individuos y que con la constitución de los Estados modernos se afianzó 
en las instituciones estatales. Ese control de la sociedad se practicó como una de las condiciones 
de asegurar la supervivencia de las modernas organizaciones estatales y se le denominó como un 
conjunto de medios, precisamente sociales o con repercusiones sociales, para ordenar y regular el 
comportamiento humano en muy distintos aspectos. A pesar de que puede ser ejercido esta 
preocupación era general en la mayoría de los países donde se adoptaron distintos métodos para 
procurar la protección de la sociedad. La definición de cómo debía lograrse y cuáles eran los 
delitos que debían ser reprimidos fue resultado de la historia de cada Estado.

Desde esta perspectiva es dominante el criterio que el advenimiento criminal no es algo puramente 
individual o social sino una construcción que puede ser estudiada desde el control. Es aquí donde 
cobra importancia el avance de la Criminología Crítica[33] en cuanto al cambio de paradigma al 
postular el beneficio de reestructurar la sociedad antes de intentar reinsertar en ella al individuo. 
Esto desde su objeto etiológico (el paradigma etiológico entendido como la búsqueda de las 
causas individuales del comportamiento criminal, ha fracasado como explicación de la criminalidad 
en general) [34] pasa al estudio del control social con su mejor forma el derecho penal que por 
cierto, es la misma dogmática la que confirma este cambio de paradigma al reconocer el carácter 
político del delito.

Algunas consideraciones finales

- Conclusiones

Aunque en el trabajo se han plasmado diferentes opiniones sobre las probables causas de la 
inseguridad, éstas no implican una solución nuclear a los problemas planteados como hipótesis 
dado que el tema admite muchas más líneas de exploración. De lo expuesto hasta ahora es 
posible señalar algunas conclusiones valorativas que sirven como parámetro para determinar con 
mayor claridad la cuestión en estudio.

Como resultado del mismo puede aventurarse en este estadio que el problema de la inseguridad 
difícilmente tenga solución en el corto plazo ya que el mecanismo de restauración con la sociedad 
no puede limitarse sólo a la lucha contra el delito como se cree y pregona.

A fuerza de resultar pesimista la situación se presenta muy preocupante. Ante el fracaso de 
normas que se sancionaron sin reflexión sobre la problemática y el recrudecimiento de olas 
delictivas en zonas que llegaron a considerarse “liberadas” se acrecentó la disconformidad de la 
población con las instituciones. La estrategia desplegada por el momento aparece incapaz de 
mejorar la sensación de inseguridad en tanto el fenómeno criminal continúa acosando a la 
población. Debido a la incidencia dicha situación debe ser objeto de un diferente enfoque, 
meticuloso y adecuado, a través de políticas de estado permanentes, consensuadas y racionales 
que permitan, en el menor tiempo, erradicar la crisis y recobrar el control de la seguridad alejando 
cualquier atisbo de imprevisibilidad.

La coyuntura entre inseguridad y criminalidad trae la incógnita de por qué esta cuestión aparece 
como principal preocupación de la gente. Dicho efecto es posible que aparezca al margen del 
aumento de la delincuencia pues está íntimamente relacionado con la desconfianza hacia la fuerza 



del orden. Debo insistir que esta adversidad no se soluciona con el endurecimiento de las penas o 
con el otorgamiento de mayores poderes a la policía -tal es el caso del nuevo Código procesal 
provincial- sino con el correcto funcionamiento de sus operadores, dentro de los límites del estado 
de derecho y de la legalidad. Combatiendo la impunidad frente a hechos delictivos y al mismo 
tiempo la degradación funcional.

No existen desde la política criminal sino respuestas esporádicas ante los reiterados reclamos 
efectuados por el fenómeno criminal. Hay leyes que se han sancionado dentro del esquema de una 
política criminal de neto corte autoritario (caso Blumberg[35] y otras) que contradicen otras 
regulaciones y la propia Constitución. Insisto el aumento de las penas no contribuye a bajar la 
incidencia del delito. No hay relación entre pena y seguridad como no hay relación entre seguridad 
y Derecho Penal y el incremento en su dosimetría penal intensifica la inseguridad de todos. En un 
sistema democrático el poder penal debe ser utilizado como “última ratio”.

El interés político de la inseguridad guarda estricta relación con la incapacidad de las estrategias 
públicas de seguridad. Esencialmente, apuntan más al mantenimiento del orden por la represión y 
se ven orientadas hacia el castigo y al escarmiento de los delincuentes en detrimento de la 
prevención, la reparación a la víctima y la restauración de la armonía social alterada.

De este modo las estrategias desarrolladas en la Provincia sobre seguridad se apoyan en la 
capacidad represiva de leyes penales más duras, de organismos policiales e instituciones 
penitenciarias más enérgicas y conllevan la expectativa desde el Poder, de que ese sistema 
mantendrá la inseguridad dentro de márgenes que no comprometerán la estabilidad política en 
tiempo de elecciones.

No olvidemos que el modelo constitucional establece límites a la política criminal de acuerdo a los 
principios de legalidad y certidumbre, es un ejercicio basado en la dignidad humana y en el respeto 
de los derechos fundamentales. La política criminal no debe ser expansiva y debe dejar lugar para 
la aplicación de otro tipo de políticas, tampoco ser algo aislado del resto de las políticas de Estado 
y debe tener como límite las garantías constitucionales para preservar un derecho penal de acto.

Este marco crítico permite señalar como hipótesis de trabajo en la emergencia que se vive, la 
constatación de la amenaza que para el Estado social y democrático implica la adaptación e 
incorporación al campo de la seguridad ciudadana (y por este medio al escenario jurídico penal) de 
una doctrina de Seguridad Nacional. Ésta imperó en un sistema antidemocrático, extremadamente 
lesivo para los Derechos Humanos, enmascarada en políticas de seguridad en la peor época de 
nuestro país por ello debemos desestimarlas.

Ante el proceso de recrudecimiento y uso inflacionario del derecho penal como fórmula de 
contención de los problemas sociales, si bien se presenta como parte de un proceso integral de 
cambio y transformación social que hoy requiere la Provincia, considero que previamente se debe 
analizar la necesidad de profundizar el debate político sobre el rol que debe tener el Derecho Penal 
como apéndice de la seguridad pública.

Reflejo de una política de auto-preservación es la creación, en ciertas zonas de la periferia, de 
ghettos con una férrea presencia policial donde la ciudad deposita a sus pobres (“Fuerte Apache”, 
villa “La Cava”, etc.) y por otra parte, también en las afueras la otra cara de la moneda, residencias 
de quienes más tienen -o de quienes aspiran a tener más- que en vez de hogares parecen más 
bien bunkers (barrios privados) claro ejemplo de la idea de espacio defendible. En el centro de las 
ciudades toda una estructura urbana diseñada para ahuyentar al delincuente y para evitar la 
concentración de grupos de personas ‘sospechosas’ (sistemas de alarma, tele-cámaras, etc.) y 
centros comerciales (shoppings) con forma de panóptico.

De esta forma se crea un silogismo lógico en el imaginario público: lo imprevisible se hace 
ingobernable y lo ingobernable peligroso que requerirá serias políticas de control para su 
contención o exclusión. Ello indica el malogro del sistema preventivo y la creación de una zona de 
resistencia a la intervención institucional lo cual se debe a la incapacidad de gobernabilidad ante 
las dificultades. De esta forma se irrumpe en una etapa que Foucault llamara de “ortopedia 
social[36]. Aparece una forma de poder, un tipo de sociedad que se denomina sociedad 
disciplinaria, por oposición a las sociedades estrictamente penales que conocíamos anteriormente. 



Es el tiempo del control social interno.

La seguridad es definida en las declaraciones de derechos y en las constituciones de un modo 
plural. En concreto se establece como derecho natural vivir en un clima de paz, de convivencia y 
de confianza mutua, que permita y facilite a los ciudadanos el libre y pacífico desarrollo de sus 
derechos individuales, políticos y sociales. En función de ello las estrategias de gestión para la 
seguridad urbana deberán ser plataformas para el encuentro de intereses enfrentados con los 
responsables de las mismas, a través de un sistema institucionalizado de control social, que 
responda a criterios de justicia y de convivencia pacífica.

Por otra parte me parece lamentable el que no se afronte en forma decidida y clara los problemas 
que trae consigo la crisis de seguridad instalada en territorio bonaerense, a partir del factor de 
inseguridad y la consecuente sobrecarga de trabajo que imposibilita al Poder Judicial resolver los 
conflictos en un plazo razonable. Ello amerita la búsqueda de soluciones alternativas para intentar 
paliar sus perniciosos efectos y, como he señalado en el análisis de la crisis, puede llevar a 
soluciones negativas amparadas en este escenario[37].

Actividades de fortalecimiento en fiscalías y procuradurías del Ministerio Público, formulación de 
políticas de prevención del delito, informatización de estadísticas criminales y de información 
penitenciaria, son las que propician la anhelada reforma del Poder Judicial, hoy en situación crítica 
por sobrecarga de trabajo y morosidad, para resolver las cuestiones de inseguridad y violencia 
sometidas a su competencia.

Aumento de la criminalidad, imposibilidad de afrontar jurisdiccionalmente todas las manifestaciones 
ilícitas, paralización de la justicia penal sin posibilidad de solución en el menor tiempo, dar al 
proceso mayor celeridad, son algunas de las causas que motivan el colapso, pero acaso la más 
importante, no mencionada conjuntamente, es la limitación por razones presupuestarias que 
alcanza al Poder Judicial.

Si debemos convivir en lo estructural con una organización interna en la justicia penal sin aumentar 
sus recursos económicos y humanos y sin el aporte de medios materiales acordes a las nuevas 
funciones, entre ellos, factores de reincidencia delictual que acrecientan su misión, evidentemente, 
el mantenimiento del orden público se convertirá en una ilusión.

Resignado debo reconocer que no hay hasta el momento iniciativas que propongan soluciones 
legislativas adecuadas a tamaño problema. Por último en este ámbito concreto, considero se debe 
proyectar una normativa que interrelacione postulados de garantía emanados desde la dogmática 
penal con políticas de prevención que se vinculen al concepto de seguridad a fin de que el derecho 
penal y un sistema institucionalizado de control social respondan a criterios apropiados -actuales- y 
eficientes de una justicia en democracia.
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[1]Herbert Spencer, “Principes de sociologie”, trad. al francés M. E. Caselles, Instituciones políticas, 
París, 1969, p. 317.

[2] Según opinión del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) la reforma contiene graves 
problemas de constitucionalidad vinculados fundamentalmente con la violación de las normas 
relativas a la aplicación de la prisión preventiva y a los medios idóneos para controlar judicialmente 
la privación de libertad de una persona debido a que su orientación político criminal contraría las 
normas de los tratados de derechos humanos ratificados por nuestro país.

[3] “El principio constitucional es que la libertad individual debe ser la regla general y que sólo por 
excepción

y sobre la base de razones legales y con la intervención de autoridades competentes puede ser 



restringida con anterioridad a una sentencia condenatoria, por lo cual para mantener ese estado no 
es necesario invocar

razones o motivos. En todo caso los fundamentos deben existir sólo para privar a una persona de 
lo que es el estado que, normalmente y por regla general, debe gozar”. Causa 7480 del registro de 
la Sala II caratulada Diaz Bessone, Ramón Genaro s/recurso de casación, p. 140.

[4] Entre otros en el caso Tibi vs. Ecuador la Corte IDH reiteró que: “la prisión preventiva es la 
medida más severa que se le puede aplicar al imputado de un delito, motivo por el cual su 
aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuentra limitada por los 
principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, indispensables en 
una sociedad democrática”, párrafo 106.

[5] Según UNICEF, los adolescentes de entre 15 y 18 años se enfrentan a dificultades en el 
acceso, permanencia y terminalidad en el sistema educativo; a problemas derivados de una 
maternidad temprana y a la participación en varios tipos de situaciones de violencia que incluyen la 
de ser víctimas de la institucionalización discrecional por parte del Estado tanto por cuestiones 
asistenciales como por conflicto con la ley. Respecto de las sanciones aplicadas por delitos a las 
personas menores de edad, en plena vigencia del Régimen Penal de la Minoridad, se ha 
constatado un endurecimiento del sistema penal formal también para ellos.

[6] El jefe de la Policía Bonaerense advirtió en diálogo con Radio 10 que los crímenes de los 
policías Aldo Garrido, Leonardo Melizza y Claudio Santillán son hechos muy graves que deben 
hacer reflexionar a la sociedad. “Es muy grave lo que está pasando, pero demuestra el 
compromiso de la Policía con su sociedad. Los policías fallecieron en cumplimiento del deber. 
Produce dolor, pero demuestra que no bajamos los brazos", consideró el alto jefe de la fuerza de la 
provincia de Buenos Aires.

[7] “Por más que digan los magistrados, la justicia penal con todo su aparato de espectáculo está 
hecha para responder a la demanda cotidiana de un aparato de control sumido a medias en la 
sombra que tiende a

engranar, una con otra, policía y delincuencia”. Foucault Michel, “Vigilar y castigar”, Ed. Siglo 
veintiuno, Buenos Aires, 2002, p. 288.

[8] Zaffaroni Eugenio R., “La ciencia penal alemana y las exigencias político-criminales de América 
Latina”, www.homenajeazaffaroni.com.ar.

[9]Fueron utilizadas en el superclásico entre los clubes Boca y River (19/4/09). Ambas hinchadas, 
en forma organizada y sincronizada, exhibieron grandes banderas con leyendas antagónicas al 
diario Clarín, multimedio considerado opositor por el Gobierno nacional. Llamó la atención que 
estas parcialidades, con toda una historia de desacuerdos, se unieran en un reclamo popular ante 
más de 10.000 personas y los medios televisivos que trasmitían el encuentro. Días después Clarín 
denunció en sus páginas “Los violentos del futbol, usados como herramienta por la dirigencia 
política”.

[10] “De lo dicho se desprende que el miedo y la inseguridad son vividos y sufridos con diferencias 
apreciables entre las distintas clases sociales, grupos y comunidades; las clases subalternas no 
solo sienten la inseguridad social y política de cara al sometimiento que padecen sino también la 
inseguridad intraclase, fenómeno no nuevo pero que en los últimos años se ha tornado dramático”. 
Valentine Charles, “La cultura de la pobreza y contrapropuestas”, Ed. Amorrortu, Buenos Aires, 
1972, p. 345.

[11]Diario Clarín, “En 10 años anunciaron 44 planes contra el delito pero igual subió”, Policiales, 
22/6/2008,

p. 56/7.

[12] El acto del funcionario es corrupto cuando éste antepone su interés personal o de un 
determinado sector al bien común que es la finalidad última de la función. Entiendo que resulta fácil 
ser detectado y corregido en el menor tiempo, es una conductaaislada que permanece en el 
organismo y que produce contagio, se trata de una enfermedad moral que tiende a expandirse, su 



erradicación depende del interés en lograrlo de la política criminal estadual.

[13] Diario La Nación, Seguridad, 6/12/2005, p. 43.

[14] “Es la idea de los castigos al nivel de escándalo, la vergüenza, la humillación de quien cometió 
una infracción. Se publica su falta, se muestra a la persona públicamente, se suscita en el público
una reacción de aversión, desprecio, condena”. Esta era la pena para Beccaria y otros pensadores 
liberales que inventaron mecanismos para provocar vergüenza y humillación (De los delitos y …).

[15] Diario Perfil, “El estigma de la “maldita Policía”, Sociedad, 29/6/2008, p. 59.

[16]Los discursos sobre el aumento de la inseguridad dan a entender, de manera mucho más 
preocupante, que la violencia del orden por el orden ya no aparece limitado por el orden jurídico. 
Sin controles, pueden desembocar en regímenes de seguridad interior, o también, en formas 
solapadas de lo que en una época se denominó represión estatal.

[17] En el mismo se subrayó la responsabilidad asumida par las Naciones Unidas en la esfera de la 
prevención del delito en virtud de la resolución 415 (V) de 1° de diciembre de 1950 de la Asamblea 
General; que fue reafirmada en las resoluciones 731 F (XXVIII) de 30 de julio de 1959 y 830 D 
(XXXII) de 2 de agosto de 1961 por el Consejo Económico y Social; y en materia de promoción y 
fortalecimiento de la cooperación internacional en esta esfera de conformidad con las resoluciones 
3021 (XXVII) de 18 de diciembre de 1972, 32/59 y 32/60 de 8 de diciembre de 1977, 35/ 171 de 15 
de diciembre de 1980 y 36/21 de 9 de noviembre de 1981 de la Asamblea.

[18] Marx, Karl, “El Capital”, Ed. Taurus, Madrid, 1967, T. I, p. 203. Un tratado de crítica de la 
economía política; al mismo tiempo, puede leerse como un estudio sobre la especificidad histórica 
de la sociedad moderna. En la medida en que Marx considera que la esfera económica, el Capital, 
domina y condiciona el funcionamiento de la sociedad moderna, la crítica de la economía política, 
es decir, del saber sobre esa esfera se torna el punto de partida fundamental para comprender qué 
es esa sociedad moderna y cómo funciona.

[19] Ferrajoli, Luigi, “Diritto e Ragione. Teoría del Garantismo Penale”, Ed. Bari, Buenos Aires, 
1989, p. 456.
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[22] Foucault Michel, “La Verdad y las Formas Jurídicas”, Conferencia Cuarta, 1990.

[23] En la época, la policía no surge para proteger a la población frente a la criminalidad sino para 
disciplinar la ciudad en un momento histórico en el que el control social estaba dirigido a dominar 
las masas que llegabana la ciudad procedente del campo. En este sentido, las cárceles modernas 
parecen tener su origen en las casas de trabajo inglesas y holandesas cuya finalidad era 
transformar a los campesinos ociosos recién llegados a las ciudades en proletarios disciplinados. 
Melossi/Pavarini, “Carcere e Fabbrica. Alle origini del sistema penitenciario”, Il Mulino, Bologna, 
1977.

[24] La ley del Talión dice: “Alma por alma, ojo por ojo, diente por diente, mano por mano, pie por 
pie, quemadura por quemadura, llaga por llaga, cardenal por cardenal” esto es, “tal pena cual 
delito” que es lo que significa la palabra “Talión”.

[25] Este código ejerció gran influencia puesto que fue impuesto por las armas francesas a muchas 
naciones europeas, muchas de esas naciones conservaron el Código aun después de retirados los 
franceses, sirviéndole a otras como modelo a seguir.

[26] Baratta, Alessandro, “Criminología Crítica y crítica del derecho penal”, Introducción a la 
Sociología

jurídico-penal, Siglo Veintiuno Editores, Buenos Aires, 2004, p. 23.

[27] Taylor Ian, Walton Paúl y Young Jock, “La nueva criminología”, “El delito y el control social en 
Marx, Engels y Bonger”, Amorrortu editores, Buenos Aires, 2001, p. 226.



[28] En términos de teoría general, la gran noción de la Criminología y la penalidad de siglo XIX fue 
un

escandaloso concepto de peligrosidad.

[29] Señala el momento en que la cuestión criminal se reduce a un problema de patología 
individual y el aparato represivo queda de ese modo legitimado. Baratta, Alessandro, “Control y 
Dominación”, Ed. Carranza,

México, 1997, p. 45.

[30] Ferrajoli, Ibid. cite nota 19, p. 264.

[31] Foucault, ibid. cite nota 7, p. 234.

[32] Melossi, Darío, “El Estado del control social”, Ed. Siglo XXI, Italia, 1992, p. 74.

[33] Desde finales de los años ´80 se dice que la Criminología Crítica ha caído en crisis pues la 
visión del delito como violación de derechos humanos es un cambio radical de esta línea de 
pensamiento. Advierte este autor que: “en este punto no parece prestarse demasiada atención al 
hecho de las demandas de criminalización, por cierto, en buena medida atendidas, resultan 
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al del control social.

[35] En el año 2004, cuando se sucedieron reiterados secuestros para obtener rescates 
millonarios, en uno de estos hechos fue secuestrado Axel Blumberg, hijo del industrial Juan Carlos 
Blumberg, quien fue asesinado con alevosía por los secuestradores. Tras su muerte, su padre se 
adjudicó el liderazgo del reclamo en demanda de mayor seguridad, logró la movilización de miles 
de personas al Congreso Nacional solicitando cambios en el proceder de la policía y de los jueces 
como también en la legislación penal con el fin de establecer procedimientos más duros en el 
accionar contra la delincuencia y mayores condenas para los delincuentes, en especial para los 
reincidentes. En aquel momento la prédica de Blumberg tuvo una considerable influencia en el 
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mayo de 1973, Pontificia Universidad Católica do Río de Janeiro, Brasil.

[37] Actualmente el Gobierno nacional ha anunciado un llamado “Plan de Seguridad Ciudadana” 
buscando mejorar el funcionamiento del dispositivo policial y preventivo. Según el anuncio habrá 
mayor inversión para reforzar la lucha contra el delito en distintas provincias donde la crisis de 
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